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Se consideró también incluir en la resolución, que para dar cumplimiento al mandato del art. 17 de la LRBL procedan a la 
actualización del censo de las personas que residen de forma continuada en los asentamientos de su término municipal 
tal y como se recoge en el apartado 5.1.3.2 en el que se indica que “Los Ayuntamientos declararán de oficio la inscripción 
en su Padrón como vecinos a las personas que vivan habitualmente en su término municipal y no figuren inscritas en 
el mismo, al amparo del artículo 73 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales”.

Hacer también mención a la queja 24/6047, también referida a una solicitud de empadronamiento en una chabola 
de Lucena del Puerto, que se requería de  urgencia, dado que era necesario para la tramitación de la autorización 
de residencia por razones humanitarias, al padecer una enfermedad grave y que según se informa por el Servicio 
Andaluz de Salud, desconocen “si el tratamiento que está precisando puede ser llevado a cabo en su país de origen, 
aunque probablemente no”.

Una tramitación que, a pesar de lo sensible de su situación, se estaba dilatando pues se había requerido un informe 
de los Servicios Sociales Comunitarios, sin que se hubiese emitido. Un trámite que no procedía dado que no se había 
solicitado el empadronamiento ficticio, sino el empadronamiento en una chabola debidamente referenciada. 

Y puesto que este informe no se considera preceptivo y no constando que se hubiese aportado informes de la Policía 
Local o Guardería Rural para verificar la realidad del empadronamiento, tal y como nos indicaron que procedían en 
otros expedientes de queja, se dictó Resolución para su empadronamiento de forma urgente y preferente. Habiendo 
transcurrido más de un mes sin recibir respuesta a estas recomendaciones, y considerando que Lucena del Puerto es 
un municipio que es asistido jurídicamente por la Diputación Provincial de Huelva, nos desplazamos para mantener una 
reunión con responsables municipales a los efectos de transmitirles el posicionamiento de esta Defensoría con respecto 
a las obligaciones que tiene su ayuntamiento respecto a la gestión del Padrón. 

Tras, esa reunión se ha recibido contestación del ayuntamiento, aceptando las recomendaciones de empadronamiento 
en los estrictos términos de las mismas, “ordenando la tramitación administrativa de los expedientes que le correspon-
dan a los empleados del padrón municipal”, lo que implica que al tener algunas de las recomendaciones un alcance 
general, se proceda a empadronar a quienes residen de forma efectiva en las chabolas de los asentamientos, pudiendo 
realizar los actos de trámite necesarios para documentar esta realidad, en el caso de que así lo consideren necesario. 

Desde esta Defensoría se pone en valor, esta decisión de la alcaldía, que ha puesto a las personas en el centro de su 
atención, considerando la especial relevancia del empadronamiento para la inclusión de las personas migrantes. 

Y por último, reseñamos también la queja 24/1073 en la que la promotora de la queja, tras contraer matrimonio, solicita 
el cambio de domicilio al Ayuntamiento de Los Marines (Huelva), al residir junto a su marido en la vivienda de la que 
éste es copropietario junto a su ex mujer.  Se le requiere para que aporte al expediente documentación referida a la 
titularidad de la vivienda, sin realizar otros actos de trámite para tal finalidad. 

Considerando esta Defensoría que es una documentación que no ha de ser necesaria, dado que constituye el domicilio 
conyugal de la pareja, se dicta Resolución [Resolución bopa] entre otras cuestiones, que se “tramite el alta de inscrip-
ción de la persona interesada conforme lo previsto en el apartado 2.3 que trata de la “Documentación acreditativa 
del domicilio de residencia” sin requerir a las personas solicitantes la documentación complementaria referida a la 
titularidad de la vivienda, pudiendo comprobar por otros medios si reside de manera efectiva en el domicilio indicado”.

Una resolución que ha sido rechazada por el ayuntamiento, fundamentada en que la cotitular de la vivienda en la que 
reside junto a su marido no da su consentimiento para el empadronamiento. Una autorización que no es necesaria para 
proceder al cambio de domicilio, conforme se le ha expuesto en los fundamentos jurídicos de la resolución.  

2.1.4.2.3.1.2. Situaciones de discriminación hacia la 
población migrante

...

Por otra parte, a través de la queja 24/7432 se ha podido constatar cómo los discursos xenófobos y racistas pueden 
llegar a calar en pueblos con una tradición acogedora, que además necesitan a personas migrantes para el sos-
tén de su economía. 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/reclamamos-que-tramiten-el-padron-al-acreditar-el-interesado-que-tiene-una-residencia-efectiva
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Es el caso del escrito remitido por una Plataforma ciudadana de vecinos de Almonte, que solicitan la intervención de este 
Comisionado por el aumento de la delincuencia en su localidad. Adjuntan a su escrito de queja, el documento que han 
presentado en ese ayuntamiento el pasado 24 de agosto en el que requerían su atención, dada la inseguridad en la que 
se encuentran las calles y espacios públicos, como consecuencia de la población inmigrante. Una situación que dicen 
“es insostenible”, aludiendo a prácticas delictivas que presuntamente se achacan a estas personas de origen extranjero.

Tras analizar la información aportada, se constataba cómo a través de las redes sociales de este movimiento, se com-
parten fotos con referencias explícitas en las que vinculan la inmigración a “reyertas, ocupaciones ilegales, vandalismo, 
agresiones, robos, etc...”.

Si bien, esta queja se concretaba en la reivindicación de los vecinos para que se dote a Almonte con más efectivos de la 
Guardia Civil, preocupa a esta Defensoría el abordaje que de esta cuestión se esté llevando a cabo desde el Equipo de 
Gobierno ya que, entendemos que  afecta a la convivencia pacífica en Almonte.

Un municipio, que en el contexto de la queja de oficio 22/4935, había aportado documentación sobre las numerosas 
actuaciones que realizaban para favorecer la inclusión de la población migrante en su localidad. Un municipio con casi 
el 30% de personas que han llegado a trabajar como consecuencia de los nichos laborales que tienen los distintos sec-
tores productivos de la localidad, principalmente el agrícola, y que necesita de mano de obra extranjera para mantener 
sus niveles de productividad. 

A este respecto, nos informaban desde el Ayuntamiento, que si bien la mencionada plataforma no había registrado 
ninguna petición, tampoco le constaba los actos delictivos que se mencionaba en el mismo, sin que en la Junta Local 
de Seguridad tengan constancia de ello. Adjuntaban el informe de la Comisión de Integración, constituida para elaborar 
y desarrollar un programa de intervención que permita mejorar la integración de las comunidades de inmigrantes en 
la dinámica del municipio, a través de unos objetivos específico que faciliten su incorporación social,

Una comisión de carácter permanente que, integrada por los distintas áreas del ayuntamiento, junto a entidades del 
tercer sector, se reúne periódicamente para planificar actuaciones coherentes con sus objetivos. 

Una buena práctica que, considera esta Defensoría relevante para luchar contra esas “malas praxis” que siembran in-
certidumbre y miedos infundados a la ciudadanía de pueblos y ciudades andaluzas, donde la inmigración ha de verse 
como una oportunidad y no como un riesgo.

Y por último destacar la importancia que tiene la formación en valores, de quienes trabajan en las administraciones, 
para sensibilizar a estos servidores púbicos de la necesidad de prestar sus servicios a las personas migrantes, sin 
extralimitar sus funciones más allá de aquellas que tienen encomendadas. 

Es el caso de la queja 24/2308, en la que se constataba cómo desde la Oficina de Atención a la Ciudadanía del Ayun-
tamiento de Linares, en un expediente de Inscripción de Pareja de Hecho donde uno de ellos era migrante, se solicitó 
informe a la Comisaría de la Policía Nacional de Linares sobre la situación administrativa, no siendo un requisito nece-
sario para el trámite que había de dar el Ayuntamiento al mencionado expediente. Una cuestión que ha provocado la 
apertura de un expediente de expulsión, con el perjuicio que ello conlleva a esta pareja. 

Siendo la intervención pública mínima, uno de los principios rectores de la exposición de motivos de la Ley 5/2002, de 
16 de diciembre, de Parejas de Hecho, considera esta Defensoría que el trámite dado desde el Ayuntamiento a este 
expedientes de inscripción de parejas de hecho es discriminatorio.

Unos comportamientos que son contrarios a los recogidos en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social, recogiendo el artículo 23 que, “a los efectos de esta Ley, 
representa discriminación todo acto que, directa o indirectamente, conlleve una distinción, exclusión, restricción o pre-
ferencia contra un extranjero basada en la raza, el color, la ascendencia o el origen nacional o étnico, las convicciones 
y prácticas religiosas, y que tenga como fin o efecto destruir o limitar el reconocimiento o el ejercicio, en condiciones de 
igualdad, de los derechos humanos y de las libertades fundamentales en el campo político, económico, social o cultural”. 

...

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-la-disparidad-de-informes-de-insercion-social-para-la-tramitacion-del-arraigo-social--4
https://www.boe.es/buscar/pdf/2003/BOE-A-2003-771-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/2003/BOE-A-2003-771-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/2000/BOE-A-2000-544-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/2000/BOE-A-2000-544-consolidado.pdf
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2.1.4.2.3.1.3. Repercusión del Reglamento de Extranjería 
en la regularización por arraigo

El abordaje de la regularización de las personas migrantes que residen en España y en nuestra comunidad autónoma es 
una preocupación constante de esta Defensoría, que considera necesario facilitar vías para obtener una documentación 
que les facilite la inclusión en la sociedad en la que han elegido incorporarse. 

Y siendo conscientes en esta Institución del Defensor del Pueblo Andaluz de la importancia de la autorización de residen-
cia temporal por circunstancias excepcionales, que se podrá conceder a personas extranjeras que se hallen en España, 
o bien tengan vínculos familiares en España o estén integradas socialmente, se ha prestado una especial atención a las 
quejas presentadas por personas extranjeras en las que nos solicitaban ayuda ante las dificultades que encontraban 
para la tramitación de los informes de inserción social por los Ayuntamientos. 

En tanto que, en la gestión de dichos expedientes observamos discrepancias en la interpretación de la normativa en 
vigor por parte de las administraciones locales, incidiendo en los intereses de las personas afectadas, se procedió a incoar 
ocho actuaciones de oficio dirigidas a los ayuntamientos andaluces de cada provincia con más de 20.000 habitantes, así 
como a las Diputaciones Provinciales, en referencia a los de menor población.  Quejas 22/4841 Granada, 22/4934 Cádiz, 
22/4935 Huelva, 22/4936 Almería, 22/4937 Jaén, 22/4938 Córdoba, 22/4939 Sevilla y 22/4940 Málaga. 

Unas actuaciones cuyo objetivo era conocer, entre otras cuestiones, los criterios tenidos en cuenta para valorar la inte-
gración de los solicitantes, tomando especial interés en la documentación requerida para acreditar el tiempo de resi-
dencia en territorio español, los tiempos medios de respuesta para su elaboración, así como las dificultades con las que 
se encuentren las Corporaciones para  emitir los mencionados informes.

Conforme al marco jurídico vigente en 2022 y siendo que, en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social ha prestado especial atención a los procedimientos de 
regularización administrativa por la vía del arraigo social regulados en el art. 31.3 de la LOEX, y teniendo en cuenta que, 
son elaborados desde los Servicios Sociales Comunitarios, se permite a los ayuntamientos conocer a quienes han 
decidido asentarse y vincularse a su municipio, al mismo tiempo que tener conocimiento de sus circunstancias 
para adecuar las políticas públicas a la realidad existente, propiciando con ello una acogida real ya que se ha 
consideramos la integración un proceso bidireccional inviable sin la participación e implicación de todos.

Precisamos poner de relieve las principales cuestiones por las que nos interesábamos, entre las cuales se reseñan los 
criterios tenidos en cuenta para valorar la integración de los solicitantes, según la Instrucción DGI/SGRJ/3/2011, sobre 
aplicación del Reglamento de la LO 4/2000 en materia de informe de arraigo . 

Así, la Instrucción de la Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración sobre aplicación del reglamento de la Ley 
Orgánica 4/2000, se indica, entre otras cuestiones, que “De acuerdo con el art. 124.2.c), párrafo tercero, del Reglamento 
de la Ley Orgánica 4/2000, el informe o la documentación acreditativa de la existencia de arraigo hará referencia al 
menos a los siguientes extremos: tiempo de permanencia del extranjero en su domicilio habitual, medios económicos 
con los que cuente, vínculos familiares con residente en España y esfuerzos de integración a través del seguimiento 
de programas de inserción sociolaborales y culturales.

Siendo necesario llevar tres años de residencia continuada en España para acreditar el tiempo de permanencia, pese 
a las indicaciones antes expuestas, detectamos por parte de determinadas corporaciones, la exigencia de una carencia 
en el padrón municipal de las personas solicitantes del informe, como requisito sine qua non para su elaboración. 

Y si bien, esta antigüedad en el padrón puede ser considerada como un criterio para valorar la integración de la persona 
interesada en el municipio en el que tiene establecido su domicilio habitual, las Entidades Locales no pueden ignorar 
el resto de aspectos establecidos en la legislación de aplicación para estimar la integración de los solicitantes en nues-
tro territorio como son la posibilidad de contar con vivienda y medios de vida, los vínculos con familiares residentes en 
España, y los esfuerzos de integración a través del seguimiento de programas de inserción sociolaborales y culturales. 

A  este respecto de los informes recibidos, que no se ajustaban a la normativa en vigor, se detectó que se exigía requisitos 
no contemplados en la misma, como por ejemplo “el empadronamiento en territorio español de tres años, pasaporte 

https://accesible-extranjeros.inclusion.gob.es/ficheros/normativa/nacional/instrucciones_sgie/documentos/2011/instruccion_dgi3.pdf
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